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La fase instructora exige como ineludible presupuesto
la existencia de una notitia criminis que en ella ha de
ser investigada (arts. 299 y 300 L.E.Crim.), sin que pueda
el Juez de Instrucción, mediante el retraso de la puesta
en conocimiento de la imputación (esto es, del hecho
punible objeto de las diligencias previas), eludir que su
sujeto pasivo asuma el stattus de parte procesal tan
pronto como exista dicha imputación en la instrucción.
efectuando una investigación sumarial a sus espaldas.
todo ello, naturalmente, sin perjuicio de la obligación
del Juez de garantizar los fines de la instrucción mediante
la adopción. en los casos que los legitiman. del secreto
sumarial o de la incomunicación del procesado.

3. La aplicación de la anterior doctrina al supuesto
ahora examinado ha de llevarnos a la estimación del
presente recurso de amparo. En efecto. de la lectura
de las actuaciones se deduce que éstas se iniciaron por
medio de denuncia por un delito de apropiación indebida
que fue admitida desde el momento en que el Juzgado
dictó el Auto de 21 de junio de 1990, por el que se
disponía continuar el procedimiento por los trámites de
la Ley Orgánica 7/1988, de 28 de diciembre, por una
infracción delictiva concreta y contra una persona deter­
minada. Desde ese momento, pues, se debió poner en
conocimiento del inculpado, y no se hizo. la admisión
de la denuncia (art. 118.1.° L.E.Crim.). Esta omisión tie­
ne incidencia sobre otros derechos esenciales. porque,
si el imputado hubiese tenido conocimiento de la admi­
sión a trámite de la denuncia y de la incoación del pro­
cedimiento penal (lo que no ocurrió al no serie notificado
el Auto que así lo acordaba). podría haber ejercitado
su derecho de defensa. personándose en las actuaciones
por medio de representación y de Abogado de su elec­
ción en orden a ejercitar su derecho constitucional de
defensa. tanto privada, como pública.

Es claro. pues, que al omitirse por el órgano judicial
trámite procesal de tanta relevancia, como es el de que
el hoy recurrente adquiriera la condición de imputado.
y clausurar la instrucción, se ha producido la indefensión
alegada por el actor y, en consecuencia se ha vulnerado
el art. 24 C.E. Ello, independientemente de que, en contra
de lo que alega también el actor, no le sea de aplicación
la doctrina sentada por la STC 66/1989 respecto del
art. 627 L.E.Crim. en cuanto a que la intervención del
imputado en la fase de preparación del juicio oral tenga
lugar en un momento posterior y no en el trámite previsto
en el art. 790 L.E.Crim., puesto que dicha doctrina fue
completada por la STC 186/1990 del Pleno de este
Tribunal Constitucional. y sí la reiterada en las posteriores
SSTC 21/1991, 22/1991, 23/1991 y 124/1991, entre
otras:

4. En definitiva, tal como señalaba el Ministerio Fis­
cal. existió una primera violación del derecho de defensa
por no haber efectuado el órgano judicial las adverten­
cias necesarias para que el actor compareciera y decla­
rara ante el Juez con Abogado. lo cual ha de originar
esta declaración del Tribunal Constitucional reconocien­
do la vulneración de dicho derecho fundamental. Pero
este reconocimiento no es suficiente para restablecer
el derecho de defensa. porque esta vulneración forma
parte integrante de una situación más compleja de inde­
fensión creada por el órgano judicial al incumplir las
prescripciones legales en la fase preparatoria del proceso
penal, razón por la cual esta situación de indefensión
sólo puede restaurarse declarando la nulidad de todo
lo actuado a partir del mÓmento anterior al Auto de
conclusión de las diligencias previas. a fin de que por

el Juez se cite de comparecencia en calidad de imputado
al recurrente y se le informe de sus derechos cons­
titucionales.

FALLO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado y. en consecuencia:

1.° Reconocer el derecho constitucional de defensa
del recurrente.

2.° Anular los Autos de 21 de junio y 5 de julio
de 1990, dictados por el Juzgado de Instrucción núm.
3 de Córdoba.

3.° Retrotraer las actuaciones al momento anterior
a dictarse el Auto de conclusión de las diligencias previas,
a fin de que por el Juez se le cite de comparecencia.
en calidad de imputado, al recurrente y se le ilustre de
sus derechos constitucionales.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid. a diecinueve de abril de mil nove­
cientos noventa y tres.-Miguel Rodríguez-Piñero y
Bravo-Ferrer.,-Fernando García-Món y González
Regueral.-Carlos de la Vega Benayas.-Vicente Gime­
no Sendra.-Rafael de Mendizábal Allende.-Pedro
Cruz Villalón.-Firmado y rubricado.

13415 Sala Primera. Sentencia 130/1993, de 19 de
abril. Recurso de amparo 486/1991. Contra
Auto de la Sala Primera del Tribunal Supremo
inadmitiendo recurso de casación contra Sen­
tencia de la Audiencia Provincial de Zaragoza
en autos procedentes del Juzgado de Primera
Instancia número 1 de dicha ciudad. de juicio
incidental sobre arrendamientos urbanos. Vul­
neración del derecho a la tutela judicial efec­
tiva: Subsanabilidad de la irregularidad pro­
cesal producida.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional. compues­
ta por don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer. Pre­
sidente; don Fernando García-Mon y González-Regueral,
don Carlos de la Vega Benayas, don Vicente Gimeno
Sendra. don Rafael de Mendizábal Allende y don Pedro
Cruz Villalón. Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 486/91, interpuesto
por la Procuradora de los Tribunales doña Beatriz Ruano
Casanova en nombre y representación de doña María
Luz Bayonesta Brusel. asistida del Letrado don Adolfo
Martínez Aloras. solicitando la declaración de nulidad
del Auto de la Sala Primera del Tribunal Supremo de
8 de febrero de 1991 que inadmite el recurso de casa­
ción contra la Sentencia de la Sección Cuarta de la
Audiencia Provincial de Zaragoza en autos núm.
52/1989 del Juzgado de Primera Instancia núm. 1 de
Zaragoza de juicio incidental sobre arrendamientos urba-
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nos. Ha comparecido el Procurador don Antonio García
Martínez en nombre y representación de don José Pedro
y don Pascual Martín Gracia. a quienes defiende el Letra­
do don José Miguel García Montesinos. así como el
Ministerio Fiscal. y ha sido Ponente el Magistrado don
Fernando García-Mon y González-Regueral. quien expre­
sa el parecer de la Sala.

1. Antecedentes
1. Por escrito presentado en el Juzgado de Guardia

el 28 de febrero de 1991 Y registrado en este Tribunal
el 1 de marzo siguiente. se interpuso recurso de amparo
contra el referido Auto de la Sala Primera del Tribunal
Supremo por vulnerar el derecho de tutela judicial efec­
tiva -arto 24.1 CE-o

2. El recurso de amparo se contrae. en síntesis. a
los siguientes hechos:

a) La demanda incidental sobre resolución de con­
trato de arrendamiento de local de negocio presentada
por don José Pedro y don Pascual Martín Gracia contra
la solicítante de amparo y la mercantil ({La Pasión Inter­
nacional. S. A». fue desestimada por Sentencia del Juz­
gado de Primera Instancia núm. 1 de Zaragoza de 27
de abril de 1989. que absolvió de la misma a los
demandados.

b) Formulado recurso de apelación contra la ante­
rior. la Sentencia de la Sección Cuarta de la Audiencia
Provincial de Zaragoza de 27 de abril de 1990. esti­
mando parcialmente dicho recurso. declaró la resolución
del contrato de arrendamiento que vinculaba a las partes
y decretó el desahucio de la señora Bayonesta Brusel.
con apercibimiento de lanzamiento.

c) El 11 de mayo de 1990 la solicitante de amparo
presentó escrito anunciando la interposición de recurso
de casación. anuncio al que se. opuso la contraparte ale­
gando que aquélla no había acreditado tener satisfechas
las rentas vencidas y tampoco su consignación.

d) Por providencia de la misma Sección Cuarta de
21 de mayo de 1990 se requirió al Procurador de la
repetida recurrente para que acreditase si. dentro del
plazo de interposición del recurso. se hallaba al corriente
en el pago de las rentas. y como aquélla llevó a cabo
la referida acreditación a través de escrito de 23 de
mayo de 1990. por Auto de 28 de mayo siguiente la
Audiencia Provincial acordó tener por interpuesto el
recurso de casación y emplazar a las partes para que
comparecieran ante el Tribunal Supremo en el término
de cuarenta días.

e) Mediante escrito de 13 de julio de 1990 la repre­
sentación de la recurrente se personó ante la Sala Pri­
mera del Tribunal Supremo y formalizó el recurso de
casación. En dicho escrito hizo constar que se encon­
traba al corriente en el pago de las rentas. las que satis­
facía puntualmente conforme a lo pactado en el contrato.

f) La Sala Primera. por providencia de 1 de octubre
siguiente tuvo por personada y por parte a la solicitante
de amparo. acordó designar Magistrado Ponente y comu··
nicar los autos al Ministerio Fiscal a los efectos legales
p-ocedentes.

g) El Fiscal emitió su dictamen el 9 de enero
de 1991. En él alegó que procedía la inadmisión del
recurso de casación pues ({de los datos que aparecen
en los autos resulta que la ahora recurrente ha depo­
sitado únicamente las rentas correspondientes hasta el
8 de mayo de 1990. restando por aportar~assucesivas».

h) La Sala Primera del Tribunal Supremo. de acuerdo
con el informe del Ministerio Fiscal. acordó. por Auto
de 8 de de febrero de 1991. no admitir el recurso de
casación.

3. La representación de la solicitante de amparo
considera que el Auto de inadmisión del recurso de casa­
ción dictado por el Tribunal Supremo vulnera los dere­
chos a la seguridad jurídica -art. 9.3 CE- y a obtener
la tutela judicial efectiva -arto 24.1 c.E.-. por cuanto
niega el acceso a la vía del recurso con una interpretación
rigorista de los arts. 148 de la L.AU. y 1.566 de
la L.E.C. contraria a la doctrina sentada por este Tribunal
en supuestos similares al presente. Además de que el
Tribunal Supremo. antes de decretar la inadmisión del
recurso. no ha dado cumplimiento a lo ordenado en
el art. 1.710-1 de la LEC. La recurrente ha acreditado
el pago de las rentas al tiempo del envio del recurso
de casación. y ha satisfecho éstas en vía judicial. según
pacto entre partes. no obstante lo cual no se la ha per­
mitido justificarlo. subsanando así el error advertido por
aquel órgano judicial. Se concluye suplicando se dicte
Sentencia por la que se anule la resolución impugnada.
solicitándose por medio de otrosí la suspensión de su
ejecución.

4. Por providencia de 11 de marzo de 1991 la Sala
Primera -Sección Primera- de este Tribunal acordó con­
ceder a la representante de la demandante un plazo
de diez días para que presentara el poder que acreditara
su representación.

5. Cumplimentado dicho requerimiento. la misma
Sección Primera acordó. por providencia de 13 de agosto
de 1991. admitir a trámite la demanda interpuesta.
requerir el envío de las actuaciones y solicitar el empla­
zamiento de los que fueron parte en el proceso pre­
cedente. a tenor de lo dispuesto en el arto 51 LOTC.

6. Por providencia de la misma fecha se acordó for­
mar pieza separada de suspensión. en la cual. una vez
transcurrido el término de tres días concedido a la
recurrente y al Ministerio Fiscal para que alegaran. y
emitido el informe de dicho Ministerio Público en el que
interesaba se accediera a la suspensión. la Sala por Auto
de 5 de septiembre de 1991 acordó suspender la eje­
cución del Auto de inadmisión de la casación recurrido.

7. Recibidas las actuaciones judiciales. por provi­
dencia de la repetida Sección de este Tribunal de 7 de
octubre de 1991 se acordó acusar recibo y. de con­
formidad con lo preceptuado en el arto 52.1 LOTC. otor­
gar un plazo común de veinte días a la solicitante de
amparo y al Ministerio Fiscal para que presentaran las
oportunas alegaciones. Por providencia de 11 de noviem­
bre siguiente se acordó además tener por personado
y por parte al Procurador don Antonio García Martínez
en nombre y representación de don José Pedro y don
Pascual Martín Gracia.

8. La representación actora. mediante escrito pre­
sentado el 4 de noviembre de 1991. dio íntegramente
por reproducidas las alegaciones contenidas en su inicial
demanda. reiterando su solicitud de amparo.

9. El Ministerio Fiscal. en sus alegaciones presen­
tadas también el 4 de noviembre. tras efectuar un resu­
men de los hechos. comienza argumentando que el
recurso ha de limitarse a determinar si la resolución
impugnada lesiona el derecho de tutela judicial efectiva.
pues aunque se denuncia también la vulneración del
artículo 9.3 de la Constitución. éste no está compren­
dido entre los derechos y libertades públicas suscep­
tibles de amparo. Así pues. y en cuanto a la lesión
del art. 24.1 C.E.• se aduce que aunque la falta de pago
de la renta o. en su caso. de la consignación. es causa
legal de inadmisión de la apelación en materia arren­
daticia urbana -arto 148.2 L.AU.-. y su aplicación por
el órgano judicial satisface el derecho de tutela judicial.
no por ello puede convertirse en un obstáculo procesal
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que impida una resolución sobre el fondo del asunto
si de las actuaciones resulta que el arrendatario cumplió
con su obligación de pagar o consignar las rentas. Así
pues. cuando este Tribunal se ha pronunciado respecto
a tal exigencia del art. 148.2 de la L.A.U. ha entendido
que debe prevalecer una interpretación teleológica o fina­
lista. interpretación conforme a la cual. aunque los inte­
reses del arrendador queden salvaguardados con la rea­
lidad del pago de la renta. y tal pago -o consignación­
sea un presupuesto esencial e insubsanable para el acce­
so al recurso. en cambio el acreditamiento o justificación
de aquél constituye un simple requisito formal que puede
subsanarse por el apelante. para lo cual el órgano ju­
dicial deberá ofrecer tal posibilidad de subsanación
-SSTC 46/1989 y 49/1989-. En el presente caso. con­
tinúa el Ministerio Público. el Tribunal Supremo dictó
el Auto de inadmisión del recurso de casación sin dar
a la parte la oportunidad de que subsanara la falta de
acreditamiento del pago de la renta -precisamente a
partir del Auto de la Audiencia que tuvo por preparado
el recurso tras haberse acreditado entonces estar al
corriente de dicho pago-o máxime cuando no se trataba
en realidad de una falta de pago de la renta. sino a
lo sumo de falta de prueba de dicho pago en el momento
de personarse ante la Sala Primera del Tribunal Supremo.
Como dice la STC 62/1989. el órgano judicial. al exa­
minar el cumplimiento de los requisitos procesales. debe
ponderar la entidad real del vicio advertido en relación
con la sanción del cierre del proceso. y si aquél no hace
posible la subsanación de un defecto que pudiera con­
siderarse subsanable. o impone un rigor en las exigencias
formales más allá de la formalidad a que las mismas
responden. la resolución judicial es incompatible con la
efectividad de la tutela judicial.

Por todo lo anterior el Ministerio Fiscal concluye inte­
resando se dicte Sentencia por la que se otorgue el ampa­
ro por vulnerar el Auto recurrido el derecho consagrado
en el art. 24.1 de la Constitución.

10. La representación de don José Pedro y don Pas­
cual Martín Gracia presentó su escrito de alegaciones
el 20 de noviembre de 1991. En él argumenta. en primer
lugar. que aunque la recurrente efectivamente manifestó
en el escrito de interposición del recurso de casación
que se hallaba al corriente en el pago de las rentas.
ello es una mera manifestación sin apoyatura alguna.
y que no responde a la realidad. Además de que tal
prueba de estar al corriente en el pago de las rentas
fue extemporánea -el requerimiento se efectuó por la
Audiencia Provincial diez dias después de transcurrido
el plazo para el anuncio del recurso de casación-o hasta
la fecha la señora Bayonesta no ha justificado ni haber,
efectuado dicho pago. ni haber hecho la consignación.
Tales pagos de las rentas llevados a cabo in extremis
por la solicitante de amparo. mediante transferencias
bancarias -es doctrina del Tribunal Constitucional que
la simple transferencia bancaria no acredita por sí sola
el pago de las rentas-o y fuera de los cinco primeros
días de cada mes. se efectuaron de forma unilateral.
sin pacto previo con los arrendadores. La recurrente no
puede imputar al Tribunal Supremo que le ha'ya privado
de la ~<tutela efectiva» ya que es ella. con su conducta
negligente y descuidada. la única responsable de la
correcta decisión adoptada en el Auto impugnado. En
efecto. como formalizó el recurso de casación el último
día del plazo. sin cumplimentar el requisito del art. 148.2
de la L.A.U.. impidió que el órgano judicial le requiriera
para que subsanara tal defecto. ya que dicho requisito
debe cumplirse antes de la finalización del término para
comparecer.

En consecuencia. concluye solicitando la desestima­
ción del recurso de amparo.

11. Por providencia de 14 de abril de 1993. la Sala
Primera de este Tribunal acordó señalar para delibera­
ción y votación de esta Sentencia el día 19 siguiente.

11. Fundamentos jurídicos

1. El problema que se plantea en el presente recurso
de amparo consiste en determinar si el Auto de la Sala
Primera del Tribunal Supremo de 8 de febrero de 1991
ha vulnerado el derecho de la tutela judicial efectiva
de Jueces y Tribunales que consagra el art. 24 de la
Constitución. en su vertiente de derecho a acceder a
los recursos legalmente previstos. al haberse declarado
la inadmisión del recurso de casación interpuesto por
la solicitante de amparo. y. por tanto. firme la Sentencia
dictada en apelación por la Audiencia'Provincial de Zara­
goza. como consecuencia de considerarse incumplido
el requisito de los arts. 148 de la L.A.U. y 1.566 y 1.567
de la L.E.C. «pues -aquélla- solo ha depositado las ren­
tas correspondientes hasta el 8 de mayo de 1990».

A juicio tanto de la demandante como del Ministerio
Fiscal. se ha producido la referida lesión constitucional
del derecho del art. 24.1 de la Constitución. porque el
Tribunal Supremo ha efectuado una interpretación exce­
sivamente rigorista de aquellos preceptos legales. sin
dar a la parte la posibilidad de subsanación a pesar de
lo establecido en el arto 1.710.1 de la LEC.. y contra­
riamente a la doctrina reiterada de este Tribunal en la
materia. Máxime. añade el Fiscal. cuando en el presente
supuesto no se trata de un caso de falta de pago de
la renta. sino a lo sumo de falta de acreditamiento o
justificación de dicho pago en el momento de perso­
nación ante la Sala Primera del Tribunal Supremo.

2. Previamente al examen del fondo del asunto es
necesario poner de Illilnifiesto. aunque sea brevemente.
que si bien en la demanda se invoca también la lesión
del derecho a la seguridad jurídica del art. 9.3 de la
Constitución. dicha queja no puede ser tomada en con­
sideración. pues. tal y como pone de manifiesto el Minis­
terio Público. se trata de un derecho que no está com­
prendido entre los que son susceptibles de amparo cons­
titucional a tenor de lo que se dispone en los arts. 53.2
de la CE y 41.1 de la LOTC.

3. Centrada así la cuestión. y en cuanto a la nece­
sidad de acreditar el pago o consignación de las rentas
vencidas para la válida interposición y sustanciación de
los recursos en los procesos arrendaticios. problema al
que. como hemos dicho. se refiere la presente demanda
de amparo. ha sido dictada una abundante y consolidada
doctrina de este Tribunal cuyos exponentes más recien­
tes son las SSTC 87/1992 y 115/1992. que a su vez
hacen alusión a lo declarado en las SSTC 104/1984.
46.49 y 62/1989. 121/1990.31 y 51/1992. En dichas
Sentencias. partiendo de que el acceso a los recursos
forma parte integrante del derecho de tutela judicial efec­
tiva. el cual no padece si se obtiene una resolución de
inadmisión del recursO por incumplimiento de los requi­
sitos legalmente establecidos. se ha declarado que. a
la hora de interpretar y aplicar tales requisitos. los Tri­
bunales están obligados a hacerlo en el se,ntido más
favorable a la efectividad de ese derecho. evitando la
imposición de formalismos contrarios al espíritu y fina­
lidad de la norma y la conversión de cualquier irregu­
landad en un obstáculo insalvable para la prosecución
del proceso.

Concretamente. y ciñéndonos al cumplimiento del
aludido requisito de los arts. 148.2 de la L.A.U. y 1.566
de la LEC.. la reiterada jurisprudencia citada ha esta­
blecido los siguientes puntos fundamentales:
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1.° El pago o consignación de las rentas vencidas
previo a la interposición del recurso y necesario para
la sustanciación del mismo no constituye un mero requi­
sito formal, sino una exigencia esencial para el acceso
y la sustanciación de los recursos. Su finalidad es la
de asegurar los intereses del arrendador que ha obtenido
una Sentencia favorable y evitar que el arrendatario se
valga del recurso para dejar de satisfacer la renta durante
la tramitación del mismo -es decir, evitar que instru­
mentalice el proceso como una maniobra dilatoria-.

2.° Tal requisito, aunque permite una interpretación
automática y rigurosa que lleve a considerar inescindible
la exigencia del pago o co,!signación de las rentas y
la simple acreditación, debe, sin embargo, interpretarse
de manera finalista o teleológica, de modo que no con­
vierta en obstáculo insalvable el incumplimiento invo­
luntario y no malicioso de requisitos formales.

3.° La repetida interpretación teleológica obliga a
distinguir entre el hecho del pago o consignación, que
asegura la salvaguardia de los intereses del arrendador,
y la acreditación de ese pago o consignación, que cons­
tituye un simple requisito cuyos eventuales defectos son
susceptibles de subsanación.

4. De acuerdo con la doctrina constitucional expues­
ta, hemos de examinar, en el caso que ahora nos ocupa,
si la decisión del Auto del Tribunal Supremo impugnado
de inadmitir el recurso de casación, ha lesionado el dere­
cho de la recurrente a la tutela judicial efectiva.

Para ello es importante poner de manifiesto que,
según evidencian las actuaciones judiciales, el recurso
de casación se tuvo por preparado por la Audiencia Pro­
vincial. mediante Auto de 28 de mayo de 1990, dictadp
precisamente tras requerir a la recurrente para que acre­
ditara hallarse al corriente en el pago de las rentas y
en cuyo Auto se dice literalmente «que habiéndose acre­
ditado suficientemente por la parte demandante-apelan­
te estar al corriente en el pago de las rentas, es pro­
cedente admitir el recurso de casación interpuesto» (fun­
damento jurídico 2.°). Así, pues, lo que se cuestiona en
el presente recurso de amparo es la falta de acreditación
del pago o consignación de las rentas a partir del momen­
to de la formalización del recurso de casación, es decir
-y así se desprende también de lo establecido en el
Auto del Tribunal Supremo impugnado-, durante la fase
de sustanciación del recurso ante el Tribunal Supremo.
y aunque, efectivamente, con el escrito de interposición
del recurso la solicitante de amparo debió haber acom­
pañado el documento acreditativo del pago o consig­
nación de las rentas vencidas -arto 1.706.3.° L.E.C.-, y
durante la sustanciación de tal recurso venía asimismo obli­
gada al referido pago o consignación -arts. 1.567 L.E.C.
y 148.4 L.A.U.-, el Tribunal Supremo, en lugar de dictar
el Auto de inadmisión del recurso sin mediar comuni­
cación ninguna a la parte, tal y como hizo previamente,
tratándose de un procedimiento arrendaticio por causa
distinta a la falta de pago, tenía que haber puesto de
manifiesto a la recurrente el defecto advertido y con­
cederle la posibilidad de que lo subsanara. Así lo esta­
blece expresamente el art. 1.710.1 de la L.E.C., conforme
al cual «de no haberse presentado cualquiera de los docu­
nentos comprendidos en los ordinales 1.° a 3.° del
artículo 1.706, o apreciándose en ellos algún defecto,
se concederá a la parte recurrente el plazo que la Sala
estime suficiente, y en ningún caso superior a diez días,
para que aporten los documentos omitidos o subsanen
los defectos apreciados».

El Auto recurrido, al apreciar el defecto señalado por
el Ministerio Fiscal de no acreditarse con el escrito de
formalización del recurso hallarse la recurrente al corrien­
te del pago de las rentas vencidas, sin ofrecer a ésta
la posible subsanación del defecto aportado, no sólo

ha incumplido lo establecido en el precepto transcrito
-art. 1.710.1 en relación con el 1.706.3.°, ambos de
la L.E.C.-, sino también lo dispuesto en el art. 148.4
de la L.A.U. y, con carácter más general, en el art. 11.3
de la Ley Orgánica del Poder Judicial. Y si a ello añadimos
la reiterada doctrina de este Tribunal, que ha quedado
resumida en el fundamento jurídico 3.° de esta Sen­
tencia, forzoso será llegar a la conclusión solicitada por
la recurrente de amparo y patrocinada por el Ministerio
Fiscal en sus alegaciones, de que el Auto recurrido ha
vulnerado el derecho a la tutela judicial efectiva invocado
por la recurrente al no permitir a ésta acreditar, en trámite
de subsanación, que se hallaba al corriente en el pago
de las rentas, tanto en el trámite de formalización del
recurso de casación como durante la sustanciación del
mismo.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Estimar el amparo solicitado por doña María Luz Bayo­
nesta Brusel y, en su virtud:

1.° Reconocer el derecho de la recurrente a la tutela
judicial efectiva.

2.° Declarar la nulidad del Auto de la Sala Primera
del Tribunal Supremo de 8 de febrero de 1991, dictado
en recurso núm. 1.767/90.

3.° Retrotraer las actuaciones al momento procesal
inmediatamente anterior al pronunciamiento de dicho
Auto, a fin de que el órgano judicial conceda a la recurren­
te en amparo la posibilidad de subsanar el defecto adver­
tido en cuanto al acreditamiento del pago de las rentas
vencidas.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a diecinueve de abril de mil nove­
cientos .noventa y tres.-Miguel Rodríguez-Piñero y
Bravo-Ferrer.-Fernando García-Mon y González-Regue­
ral.-Carlos de la Vega Benayas.-Vicente Gimeno
Sendra.-Rafael· de Mendizábal Allende.-Pedro Cruz
Villalón.-Firmado y rubricado.

1341 6 Sala Primera. Sentencia 131/1993, de 19 de
abril. Recurso de amparo 1.462/1991. Contra
Sentencias del Juzgado de lo Penal núme­
ro 5 de Palma de Mallorca, dictada en pro­
cedimiento abreviado, y de la Audiencia Pro­
vincial de esa misma ciudad, condenatorias
del recurrente, que venia ejerciendo la acti­
vidad de intermediario inmobiliario, como
autor de un delito de intrusismo. Vulneración
del principio de legalidad penal: Aplicación
extensiva del tipo definido en el articulo 32 1. 1
del Código Penal.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues­
ta por don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer, Pre­
sidente; don Fernando García-Mon y González-Regueral;
don Carlos de la Vega Benayas; don Vicente Gimeno


